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CRITERIOS JURISPRUDENCIALES EMITIDOS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN 
MATERIA DEL SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE 
 

El texto de los presentes criterios es para efectos de referencia, el contenido oficial puede 

consultarse en la página de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

https://www.scjn.gob.mx/ 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2010002  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P. XV/2015 (10a.)  

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LAS LIMITACIONES QUE LOS ARTÍCULOS 52, 

53, OCTAVO Y NOVENO TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA 

IMPONEN AL DERECHO HUMANO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO, TIENEN UN 

FIN CONSTITUCIONALMENTE LEGÍTIMO Y SON IDÓNEAS, NECESARIAS Y 

PROPORCIONALES. Las limitaciones impuestas al derecho humano a la estabilidad en 

el empleo por el nuevo modelo educativo, implementado por la reforma al artículo 3o., 

fracciones II y III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

contenido en los artículos 52, 53, octavo y noveno transitorios de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente, tienen un fin constitucionalmente legítimo, porque proponen 

establecer un modelo educativo orientado a desarrollar armónicamente las facultades del 

ser humano, fomentar el amor a la patria, el respeto a los derechos humanos y la 

conciencia de solidaridad internacional en la independencia y la justicia, para lo cual 

buscan garantizar la idoneidad de los docentes mediante la sujeción de sus posibilidades 

de ingreso, promoción y permanencia a la aprobación de determinadas evaluaciones; 

asimismo, dichas limitaciones son idóneas, ya que es precisamente a través de 

mecanismos de evaluación que puede asegurarse la calidad en la preparación de los 

docentes; también son necesarias en razón de que el objetivo que persiguen no puede 

alcanzarse con un costo menor; y son proporcionales al permitir que el personal docente 

se prepare para presentar las evaluaciones, pues disponen que la consecuencia de no 

https://www.scjn.gob.mx/
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seguir al frente de un grupo como docente se actualice hasta la tercera evaluación en la 

que obtenga un resultado desfavorable. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XV/2015 (10a.), 

la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de dos mil 

quince.  
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Época: Décima Época  

Registro: 2010001  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P. XIV/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. EL ARTÍCULO 76 DE LA LEY GENERAL 

RELATIVA NO VULNERA EL DERECHO DE AUDIENCIA. Conforme al precepto citado, 

los docentes que incumplan con la asistencia a sus labores por más de 3 días 

consecutivos o discontinuos en un periodo de 30 días naturales sin causa justificada, 

serán separados del servicio sin responsabilidad para la autoridad educativa; sin 

embargo, dicha separación no se produce sin que previamente tengan la oportunidad de 

alegar lo que a su interés convenga, pues el propio precepto dispone que la sanción de 

mérito se aplicará previo al procedimiento a que se refiere el numeral 75 de la Ley 

General del Servicio Profesional Docente. Asimismo, la resolución que se dicte en dicho 

procedimiento, por virtud del cual se decrete la separación del docente por no asistir a sus 

labores, puede impugnarse a través de un juicio ante las autoridades competentes en 

materia laboral; de ahí que el artículo 76 de la ley referida no vulnera el derecho de 

audiencia. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número XIV/2015 

(10a.), la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince.  
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Época: Décima Época  

Registro: 2009994  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 36/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53 Y OCTAVO 

TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO A LA 

IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN PERJUICIO DEL PERSONAL DOCENTE QUE 

TUVIERA NOMBRAMIENTO DEFINITIVO A SU ENTRADA EN VIGOR. La Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que para analizar si un ordenamiento vulnera 

el derecho a la irretroactividad de la ley es necesario atender a los postulados de la teoría 

de los componentes de la norma, conforme a la cual, toda norma jurídica se compone de 

dos elementos: un supuesto, que puede ser complejo cuando se integra por diversos 

actos parciales sucesivos, y una consecuencia, que al realizarse genera los derechos y 

las obligaciones correspondientes. De modo que, tratándose de supuestos complejos, una 

norma posterior viola el derecho invocado sólo cuando modifique los actos del supuesto 

que ya se hubieran realizado bajo la vigencia de la norma anterior, pero no así cuando 

modifique los que todavía no se hubieren realizado pues, en esta circunstancia, la norma 

posterior podría regular tanto los actos no llevados a cabo como las consecuencias 

vinculadas a ellos. Ahora bien, los supuestos y consecuencias actualizados bajo el 

imperio de la norma anterior, de los que derivó el derecho de los docentes con 

nombramiento definitivo a permanecer en el empleo, no se modificaron con la entrada en 

vigor de los artículos 52, 53 y octavo transitorio de la Ley General del Servicio Profesional 

Docente, porque respetan la permanencia en el servicio de los docentes aludidos. En 

efecto, de su contenido se advierte que el personal docente que no obtenga un resultado 

suficiente en la tercera evaluación no será separado de la función pública, sino que podrá 

ser readscrito para continuar en otras áreas dentro de dicho servicio, o bien, se le ofrecerá 

incorporarse a los programas de retiro voluntario. Por consiguiente, si de los supuestos y 

consecuencias actualizados bajo la vigencia de la norma anterior se originó para los 

docentes con nombramiento definitivo el derecho a permanecer en el servicio y, por su 



5 
 

parte, los artículos indicados no modifican ese derecho, pues no prevén su cese cuando 

obtengan resultados insuficientes por tercera ocasión, se concluye que no vulneran su 

derecho a la irretroactividad de la ley. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 36/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince.  
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Época: Décima Época  

Registro: 2009993  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 37/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53 Y NOVENO 

TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO A LA 

IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY EN PERJUICIO DEL PERSONAL DOCENTE CON 

NOMBRAMIENTO PROVISIONAL A SU ENTRADA EN VIGOR. La Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha sostenido que para analizar si un ordenamiento vulnera el 

derecho a la irretroactividad de la ley es necesario atender a los postulados de la teoría de 

los componentes de la norma, conforme a la cual, toda norma jurídica se compone de dos 

elementos: un supuesto, que puede ser complejo cuando se integra por diversos actos 

parciales sucesivos, y una consecuencia, que al realizarse genera los derechos y las 

obligaciones correspondientes. De modo que, tratándose de supuestos complejos, una 

norma posterior viola el derecho invocado sólo cuando modifique los actos del supuesto 

que ya se hubieran realizado bajo la vigencia de la norma anterior, pero no así cuando 

modifique los que todavía no se hubieren realizado pues, en esta circunstancia, la norma 

posterior podría regular tanto los actos no llevados a cabo, como las consecuencias 

vinculadas a éstos. Ahora bien, en relación con el personal docente que tuviera 

nombramiento provisional a la entrada en vigor de los artículos 52, 53 y noveno transitorio 

de la Ley General del Servicio Profesional Docente, no se había actualizado supuesto 

alguno que permitiera considerar que se produjo, o debiera producirse, la consecuencia 

de adquirir el derecho a la permanencia en el servicio; por el contrario, a la entrada en 

vigor de las normas indicadas únicamente tenían una expectativa de derecho en torno a la 

eventual obtención de su base y de su permanencia en el empleo. Por ende, si las 

normas aludidas no modificaron el supuesto establecido bajo la vigencia de la norma 

anterior, toda vez que no se había actualizado y, por ello, respecto de la consecuencia los 

docentes con nombramiento provisional tenían solamente una expectativa de derecho; 

aunado a que las normas referidas se limitaron a establecer un nuevo supuesto (la 
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obtención de una evaluación suficiente) para que se diera la misma consecuencia (la 

obtención del nombramiento definitivo), se concluye que no vulneran su derecho a la 

irretroactividad de la ley. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 37/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009992  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 34/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO 

TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE 

PROGRESIVIDAD EN SU ASPECTO NEGATIVO DE NO REGRESIVIDAD, EN 

RELACIÓN CON EL DERECHO HUMANO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. 

Conforme al principio citado, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el grado de tutela conferido por el legislador para el ejercicio 

de un derecho fundamental no debe disminuirse. Por otra parte, el derecho humano a la 

estabilidad en el empleo no es absoluto, pues conforme al artículo 123, apartado B, 

fracción IX, constitucional, el trabajador puede ser suspendido o cesado por causa 

justificada en los casos previstos en la ley. Ahora bien, la reforma al artículo 3o. 

constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de febrero de 2013, 

implementó un nuevo sistema de evaluación obligatoria para el ingreso, promoción y 

permanencia en el servicio del personal docente, con la finalidad de crear un nuevo 

modelo educativo que asegure la calidad en el servicio y, con ello, tutelar también el 

interés superior del menor. Por tanto, si el principio de progresividad en su aspecto 

negativo de no regresividad establece que el grado de tutela para el ejercicio de un 

derecho no debe disminuirse y el derecho humano a la estabilidad en el empleo no es 

absoluto, ya que puede limitarse cuando lo permita la ley y por causa justificada, como lo 

es garantizar el interés superior del menor a obtener una educación de calidad, se 

concluye que el grado de tutela para el ejercicio del primero de los derechos mencionados 

no se disminuye cuando se limita su ejercicio por una causa justificada; de ahí que los 

artículos 52, 53, octavo y noveno transitorios de la Ley General del Servicio Profesional 

Docente, al señalar la posibilidad de que los docentes sean removidos de sus cargos o 

readscritos a otras áreas, no vulneran el principio de progresividad en su aspecto negativo 

de no regresividad, en relación con el derecho humano a la estabilidad en el empleo. 
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PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 34/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009991  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 33/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO 

TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO 

HUMANO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en la jurisprudencia P./J. 28/99 (*), sostuvo que la libertad de trabajo no es 

absoluta, sino que su ejercicio se condiciona a algunos presupuestos, entre los cuales 

está que no se afecten derechos de la sociedad en general. Ahora bien, esta limitación 

implica que se protege el interés de la sociedad por encima del interés del particular; de 

ahí que se permita condicionar o limitar el derecho individual de éste cuando con su 

ejercicio pueda afectar el de aquélla en una proporción mayor que la del beneficio que 

obtendría. Por consiguiente, si los artículos aludidos no impiden a los docentes dedicarse 

al trabajo que decidan, sino que se limitan a establecer como condición de su 

permanencia en el servicio profesional docente la obtención de resultados favorables en 

las evaluaciones que practiquen las autoridades educativas, con la finalidad de asegurar 

fundamentalmente la calidad en el servicio para garantizar el interés superior del menor, 

se concluye que no vulneran el derecho humano a la libertad de trabajo. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 33/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 28/99 citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, abril de 1999, página 

260, con el rubro: "LIBERTAD DE TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON 

LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO 

PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS)." 



11 
 

  



12 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2009990  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 35/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO 

TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO 

HUMANO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO RECONOCIDO EN EL PROTOCOLO 

ADICIONAL A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS EN 

MATERIA DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. De la 

Observación General número 13, emitida por el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, en relación con el 

artículo 7, apartado d, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales deriva que la 

separación de algún docente de su empleo cuando no acredite las evaluaciones 

respectivas se encuentra plenamente justificada, en tanto tiene como finalidad garantizar 

los derechos de los educandos a recibir un servicio educativo de calidad impartido por 

docentes calificados, a efecto de cumplir con la característica de "disponibilidad" a que se 

refiere la observación. En consecuencia, si las disposiciones convencionales prevén la 

posibilidad de que los docentes sean removidos cuando no acrediten las evaluaciones 

respectivas para garantizar con ello una educación de calidad y los artículos 52, 53, 

octavo y noveno transitorios de la Ley General del Servicio Profesional Docente prevén la 

misma posibilidad para alcanzar igual finalidad, se concluye que su contenido coincide 

con las disposiciones de la convención referida y, por ende, no vulneran el derecho 

humano a la estabilidad en el empleo. Máxime que las medidas implementadas por los 

artículos de la citada ley general persiguen un fin constitucionalmente válido, y resultan 

idóneas, necesarias, así como proporcionales a dicho fin. 

PLENO 
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El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 35/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009989  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 31/2015 (10a.)  

 

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO 

TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO 

HUMANO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. Del artículo 123, apartado B, fracción 

IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el derecho 

humano a la estabilidad en el empleo no es absoluto y, al respecto, establece que los 

trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los 

términos que fije la ley. Por tanto, si el artículo 3o., fracción III, constitucional dispone que 

la ley reglamentaria fijará los criterios, términos y condiciones de la evaluación obligatoria 

para el ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia en el servicio profesional 

docente, se concluye que los artículos 52, 53, octavo y noveno transitorios de la Ley 

General del Servicio Profesional Docente, que contienen los supuestos de separación, 

readscripción o incorporación a programas de retiro voluntario para el personal docente 

no vulneran el derecho humano a la estabilidad en el empleo, porque constituyen una 

causa justificada prevista en la ley para la cesación referida. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 31/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009907  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III  

Materia(s): Administrativa, Laboral  

Tesis: I.1o.A.115 A (10a.)  

Página: 2210  

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LA SEPARACIÓN DEL PERSONAL QUE 

INCURRA EN LA CONDUCTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76 DE LA LEY GENERAL 

RESPECTIVA, ES UN ACTO DE ÍNDOLE LABORAL Y, POR CONSIGUIENTE, EL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA CARECE DE 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS PROMOVIDOS EN SU CONTRA. 

La Ley General del Servicio Profesional Docente, conforme a su artículo 1, primer párrafo, 

es reglamentaria del diverso 3o., fracción III, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, por lo que se trata de una legislación relativa a la educación que el 

Estado está obligado a impartir y, en concreto, determina los lineamientos de la regulación 

del servicio profesional docente. En ese sentido, si bien se trata de una norma de 

naturaleza administrativa, en tanto que versa sobre las funciones que corresponde 

ejecutar a la administración pública federal y, además, le es aplicable supletoriamente la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, ello no determina la vía para la impugnación 

de la resolución de separación de un empleado por no asistir a sus labores por más de 

tres fechas en un periodo de treinta días naturales, en términos del artículo 76 citado, ya 

que ese ordenamiento procesal sólo complementa las reglas procedimentales de la 

primera, mientras que para definir la sustancia de la decisión es necesario atender al 

artículo 83 de la ley general mencionada, el cual indica que, salvo casos de excepción 

previstos en ella, las relaciones de trabajo entre los organismos en materia educativa y el 

personal sujeto al ámbito de aplicación del ordenamiento se regirán por la legislación 

laboral; asimismo, establece que la separación del personal en los términos de esa ley 

podrá ser impugnada ante los órganos jurisdiccionales en materia de trabajo; base 

suficiente para estimar que el legislador fijó una regla general en cuanto a la competencia 

material de los tribunales encargados de conocer de tales controversias. En 

consecuencia, dado que la impartición de la educación pública requiere la contratación de 
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personas encargadas de esa función, lo que produce relaciones de índole laboral, y se 

regularon sanciones cuya imposición no encuentra sustento en la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, queda de manifiesto que, 

tratándose de actos como el descrito, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa carece de competencia para conocer de su impugnación. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de septiembre de 2015 a las 10:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009988  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: P./J. 32/2015 (10a.)  

SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS 52, 53, OCTAVO Y NOVENO 

TRANSITORIOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA NO VULNERAN EL DERECHO DE 

AUDIENCIA. Los artículos citados, al establecer los supuestos de cesación o 

readscripción de los docentes que hayan obtenido por tercera vez un resultado 

desfavorable en la evaluación, no vulneran su derecho de audiencia, toda vez que de la 

lectura integral de la Ley General del Servicio Profesional Docente se advierte que si 

algún docente estima que no se le aplicó correctamente el proceso de evaluación tiene a 

su alcance el recurso de revisión previsto en los artículos 80, 81 y 82 de la propia ley, o 

bien, el juicio en sede contenciosa administrativa, en el entendido de que si lo que 

impugna es la separación del servicio, ésta sólo será reclamable a través del juicio ante 

las autoridades jurisdiccionales en materia laboral. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 32/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009987  

Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de septiembre de 2015 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: P./J. 30/2015 (10a.)  

 

PERSONAL DOCENTE AL SERVICIO DEL ESTADO. SUS RELACIONES LABORALES 

SE RIGEN TANTO POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU LEY REGLAMENTARIA, 

COMO POR EL DIVERSO 3o., FRACCIONES II Y III, CONSTITUCIONAL. Previo a la 

reforma al artículo 3o., fracciones II y III, de la Constitución Federal, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 26 de febrero de 2013, las relaciones laborales del personal 

docente al servicio del Estado se regulaban por el apartado B del artículo 123 

constitucional. Sin embargo, a partir de la entrada en vigor de dicha reforma, se 

introdujeron algunas modalidades relacionadas con el trabajo que prestan los docentes; 

por tanto, si la reforma incorporó cambios al texto constitucional en materia de relaciones 

laborales del aludido personal, se concluye que, a partir de su entrada en vigor, esas 

relaciones también se rigen por el artículo 3o. reformado. 

PLENO 

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó, con el número 30/2015 (10a.), 

la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de 

dos mil quince. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010571  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: VII.2o.T.11 L (10a.)  

Página: 3572  

 

PERSONAL CON FUNCIÓN DOCENTE, DE DIRECCIÓN O DE SUPERVISIÓN EN 

EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA SUPERIOR EN EL ESTADO DE VERACRUZ. EL 

HECHO DE QUE EL ORIGEN DE SU RELACIÓN LABORAL CON EL ESTADO NO 

DERIVE DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO DEBE 

ENTENDERSE COMO UNA RESTRICCIÓN A SUS DERECHOS LABORALES, NI 

TAMPOCO QUE LOS CONVIERTA EN SUJETOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. El 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 295/2014, 

al examinar la constitucionalidad de las disposiciones de la Ley General del Servicio 

Profesional Docente, estableció que a partir de la reforma al artículo 3o., fracciones II y III, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 26 de febrero de 2013, se introdujeron algunas modalidades 

relacionadas con el trabajo que prestan los docentes al servicio del Estado, como la 

obligación de someterse a evaluaciones para determinar su ingreso, promoción y 

reconocimiento, modificando su regulación tradicional contenida en el apartado B del 

artículo 123 constitucional; situación que deriva de la función específica que desarrollan, 

como lo es la educación, respecto de la cual el Estado debe garantizar su calidad e 

idoneidad con la pertinente evaluación de los docentes para lograr el fin de un mayor 

aprendizaje de los estudiantes. Estas razones son aplicables en el estudio de la 

regularidad constitucional de la Ley Número 247 de Educación del Estado de Veracruz, 

vigente a partir del 12 de marzo de 2014; por tanto, el hecho de que la regulación de las 

relaciones laborales del personal con función docente, de dirección o de supervisión en la 

educación básica y media superior de dicha entidad federativa, no tenga su origen en el 

referido artículo 123 no debe entenderse como una restricción de los derechos laborales 

de los docentes, ni tampoco que ello los convierta en sujetos de derecho administrativo, 
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atento a que su estabilidad en el empleo ahora deriva del citado artículo 3o., dada la 

diferencia de la función pública que desempeñan. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis destaca la diversa jurisprudencial 

P./J. 30/2015 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 

de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo I, septiembre de 2015, página 5, de título y 

subtítulo: "PERSONAL DOCENTE AL SERVICIO DEL ESTADO. SUS RELACIONES 

LABORALES SE RIGEN TANTO POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU LEY 

REGLAMENTARIA, COMO POR EL DIVERSO 3o., FRACCIONES II Y III, 

CONSTITUCIONAL." 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010572  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: VII.2o.T.13 L (10a.)  

Página: 3573  

PERSONAL DOCENTE EN EL ESTADO DE VERACRUZ. AL ESTAR PREVISTO EN LA 

LEY NÚMERO 247 DE EDUCACIÓN DE ESA ENTIDAD EL RECURSO DE REVISIÓN 

CONTRA LAS RESOLUCIONES DICTADAS POR LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS 

QUE LE AGRAVIEN, AQUÉLLA NO VIOLA SU DERECHO FUNDAMENTAL DE 

AUDIENCIA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo en 

revisión 295/2014, al examinar la constitucionalidad de las disposiciones que prevé la Ley 

General del Servicio Profesional Docente, estableció que esta normatividad cumple con el 

respeto al derecho de audiencia, al prever en sus artículos 80, 81 y 82 el recurso de 

revisión, mediante el cual los docentes pueden inconformarse si consideran que no se 

aplicó correctamente el proceso de evaluación, o bien, el juicio en sede contenciosa 

administrativa, lo anterior en el entendido de que si lo que se impugna es la separación 

del servicio, esta última solamente será reclamable a través del juicio ante las autoridades 

jurisdiccionales en materia laboral. Dichas razones son aplicables tratándose de la Ley 

Número 247 de Educación del Estado de Veracruz, vigente a partir del 12 de marzo de 

2014, que en sus artículos 184 a 190 prevé que las resoluciones dictadas por las 

autoridades educativas con fundamento en sus disposiciones, podrán recurrirse a través 

del recurso de revisión, en el que podrán ofrecerse cualquier tipo de pruebas reconocidas 

por la ley, excepto la confesional, abriéndose un plazo no menor de 5 días ni mayor de 30 

para su desahogo, hecho lo cual, la autoridad educativa dictará su resolución dentro de 

los 30 días hábiles siguientes contados: a) a partir del acuerdo de admisión del recurso, 

cuando no se hubiesen ofrecido pruebas o las ofrecidas no requieran plazo especial de 

desahogo; b) en su caso, de la conclusión del desahogo de las pruebas; o, c) cuando 

haya transcurrido el plazo concedido para ello y no se hubieren desahogado. Conforme a 

lo anterior, la ley en cita no viola el derecho fundamental de audiencia del personal 
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docente de esa entidad, al fijar los parámetros para que esté en posibilidades de 

defenderse ante alguna resolución que le agravie. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010591  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: VII.2o.T.15 L (10a.)  

Página: 3662  

TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN EN EL ESTADO DE VERACRUZ. LA LEY 

NÚMERO 247 QUE REGULA DICHA MATERIA EN ESA ENTIDAD, NO VIOLA LOS 

PRINCIPIOS DE PROGRESIVIDAD Y DIGNIDAD HUMANA DE AQUÉLLOS, AL SER 

CONFORME CON EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. El Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 295/2014, al examinar la 

constitucionalidad de la Ley General del Servicio Profesional Docente, estableció que en 

el ser humano hay una dignidad que debe ser respetada en todo caso, constituyéndose 

como un derecho fundamental, en cuanto es necesario para que los individuos desarrollen 

integralmente su personalidad, y reflejándose entre otros, en el derecho a la vida, a la 

integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen, al 

libre desarrollo de la personalidad, estado civil y el propio derecho a la dignidad personal; 

que el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé el 

principio de progresividad, que en su variante de no regresividad, debe entenderse en el 

sentido de que el grado de tutela conferido por el legislador para el ejercicio de un 

derecho fundamental, en principio, no debe disminuirse; asimismo, ponderó que frente a 

la estabilidad en el empleo se ubica el derecho del menor a recibir educación de calidad. 

En ese contexto, tales consideraciones son aplicables tratándose de la Ley Número 247 

de Educación del Estado de Veracruz, vigente a partir del 12 de marzo de 2014, al no 

vulnerar la dignidad humana ni el principio de progresividad, pues no limita a sus 

destinatarios a que desarrollen integralmente su personalidad en el ámbito educativo, ya 

que tiene como propósito: a) asegurar, con base en la evaluación, la idoneidad de los 

conocimientos y capacidades del personal docente y los que realicen funciones de 

dirección y supervisión; b) estimular el reconocimiento de la labor docente mediante 

opciones de desarrollo profesional; c) asegurar un nivel suficiente de desempeño en 

quienes realizan funciones de docencia, de dirección y de supervisión; d) otorgar los 
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apoyos necesarios para que el personal del servicio profesional docente pueda, 

prioritariamente, desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades; e) garantizar la 

formación, capacitación y actualización continua del personal del servicio profesional 

docente, a través de políticas, programas y acciones específicas; y, f) desarrollar un 

programa de estímulos e incentivos que favorezca el desempeño del servicio educativo y 

contribuya al reconocimiento escolar y social de la función magisterial. Además, prevé el 

mínimo vital que debe observarse como parte fundamental de la dignidad humana pues, 

socialmente, los trabajadores de la educación continúan rigiéndose por los derechos 

establecidos en el artículo 123, apartado B, constitucional; sin embargo, en atención a la 

función que desempeñan -docencia, supervisión o dirección-, esos derechos se 

complementan con el artículo 3o. que regula la obligación del Estado de garantizar una 

educación de calidad, en favor del interés superior del menor. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010592  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: VII.2o.T.14 L (10a.)  

Página: 3665  

TRABAJADORES DOCENTES EN EL ESTADO DE VERACRUZ. EL HECHO DE QUE 

EN LA LEY NÚMERO 247 DE EDUCACIÓN DE ESA ENTIDAD NO SE PREVEAN EL 

DERECHO DE ORGANIZACIÓN SINDICAL Y EL DE LEVANTAMIENTO DE UN ACTA 

ADMINISTRATIVA, PREVIO A LA READSCRIPCIÓN DE AQUÉLLOS EN OTRAS 

ÁREAS DEL SERVICIO PÚBLICO, NO TORNA INCONSTITUCIONAL DICHA 

LEGISLACIÓN, AL NO SER PRERROGATIVAS RECONOCIDAS 

CONSTITUCIONALMENTE. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el 

amparo en revisión 295/2014, al examinar la constitucionalidad de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente, estableció que la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos no prevé el derecho de organización sindical ni el de que previo a un 

"cese" se levante un acta administrativa, sino que tales derechos tienen su justificación en 

los artículos 46 BIS, 87, 88 y 89 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 

Estado, que establecen que para la fijación de las condiciones generales de trabajo por el 

titular de cada dependencia, deberá tomarse en cuenta la opinión del sindicato, quien, en 

su caso, podría presentar objeciones ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 

De igual manera, la obligación de levantar un acta administrativa con intervención del 

trabajador y un representante sindical, a efecto de asentar los hechos y las declaraciones 

de los testigos, con los cuales pretenda acreditarse que se incurrió en alguna causal de 

cese prevista en la fracción V del artículo 46 y, con ello, que se pueda demandar ante el 

citado tribunal la terminación de los efectos de un nombramiento, son supuestos que no 

se establecen como un derecho en favor de los trabajadores en términos del apartado B 

del artículo 123 constitucional. Estas razones son aplicables tratándose de la Ley Número 

247 de Educación del Estado de Veracruz, vigente a partir del 12 de marzo de 2014, pues 

el hecho de que en ésta no se prevean los derechos de organización sindical y el de 

levantamiento de un acta administrativa previo a la readscripción de los docentes en otras 
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áreas del servicio público, no la torna inconstitucional, por no ser prerrogativas 

reconocidas en la Carta Magna, sino reglas instrumentales previstas en una ley 

reglamentaria y, por tanto, no existe obligación de su observancia en las normas de las 

entidades federativas. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010593  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Constitucional  

Tesis: VII.2o.T.12 L (10a.)  

Página: 3666  

TRABAJADORES DOCENTES EN EL ESTADO DE VERACRUZ. LA EVALUACIÓN DE 

SU DESEMPEÑO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 74 DE LA LEY NÚMERO 247 DE 

EDUCACIÓN DE ESA ENTIDAD, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE ESTABILIDAD EN EL 

EMPLEO. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo en revisión 

295/2014, al examinar la constitucionalidad de las disposiciones que prevé la Ley General 

del Servicio Profesional Docente, estableció que en diversas fuentes del derecho 

internacional, como lo son el artículo 7, inciso d), del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales "Protocolo de San Salvador" y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales en el artículo 6, numeral 2, se dispone la posibilidad de que los 

Estados partes, prevean causas de justa separación para garantizar la estabilidad en el 

empleo de acuerdo con las características de las industrias y las profesiones, con el fin de 

lograr la plena efectividad del derecho al trabajo. Lo anterior es aplicable tratándose del 

estudio de la regularidad constitucional de la Ley Número 247 de Educación del Estado de 

Veracruz, vigente a partir del 12 de marzo de 2014; por tanto, la evaluación del 

desempeño de los trabajadores docentes de esta entidad, prevista en su artículo 74, 

considerando los perfiles, parámetros, indicadores e instrumentos que para tales fines 

sean definidos y autorizados conforme a la citada Ley General del Servicio Profesional 

Docente, que en su numeral 53 señala tres oportunidades de evaluación y programas de 

regularización para obtener los resultados suficientes para continuar en el servicio 

profesional docente, no viola el principio de estabilidad en el empleo, previsto en este 

caso en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 

ello sólo refleja las reglas para evaluar la calidad de los docentes y cumplir los estándares 

establecidos para permanecer en el empleo. Máxime que el artículo décimo segundo 

transitorio de la referida ley local, precisa que el hecho de no acreditar los exámenes 



28 
 

evaluatorios no conduce necesariamente a la destitución o cese en el empleo, sino acaso 

a su reubicación laboral, es decir, a ser readscritos en otras tareas dentro de la función 

pública educativa, con respeto a sus derechos constitucionales y laborales adquiridos, 

conforme a los criterios de arraigo y residencia. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2009978  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III  

Materia(s): Común  

Tesis: III.3o.T.19 K (10a.)  

Página: 2191  

PROCESOS DE EVALUACIÓN Y ESCALAFONARIOS PREVISTOS EN LA LEY DE 

EDUCACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO. LAS NORMAS QUE LOS REGULAN 

TIENEN EL CARÁCTER DE AUTOAPLICATIVAS, PERO SU APLICACIÓN SE 

ENCUENTRA CONDICIONADA A LA EXPEDICIÓN O PRECISIÓN DE REGLAS 

GENERALES, POR LO QUE NO CAUSAN PERJUICIO DESDE SU ENTRADA EN 

VIGOR. En el amparo contra leyes pueden presentarse diversos supuestos en los que es 

posible ubicarse en las hipótesis de afectación de una norma de carácter general; así, 

acorde con la jurisprudencia P./J. 55/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 5 del Tomo VI, julio de 1997, Novena Época del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "LEYES AUTOAPLICATIVAS Y 

HETEROAPLICATIVAS. DISTINCIÓN BASADA EN EL CONCEPTO DE 

INDIVIDUALIZACIÓN INCONDICIONADA.", son normas autoaplicativas o de 

individualización incondicionada cuando las obligaciones derivadas de la ley nacen con 

ella misma; en cambio, cuando las obligaciones de hacer o de no hacer que impone la ley 

no surgen en forma automática con su sola entrada en vigor, sino que requieren de un 

acto diverso que condicione su aplicación para actualizar el perjuicio, se tratará de una 

disposición heteroaplicativa, pues la aplicación jurídica o material de la norma, en un caso 

concreto, está condicionada a la realización de ese evento. Ahora bien, en el primer 

supuesto (autoaplicativas), pudiera darse una variante cuando la norma, desde su entrada 

en vigor, no impone al quejoso obligación o carga alguna que deba cumplir de manera 

espontánea, como sería el caso de que se condicione la obligación a una autoridad con 

base en esa norma (original) para que expida o precise reglas o disposiciones generales 

(derivadas); por tanto, es a partir de la entrada en vigor de estas últimas reglas o 

disposiciones generales que pudieran impugnarse en amparo unas y otras (original y 

derivada) o ambas, según las peculiaridades del caso. Con base en lo anterior, aun 
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cuando los preceptos que regulan los procesos de evaluación y escalafonarios contenidos 

en la Ley de Educación del Estado de Jalisco sean de carácter autoaplicativo, si se trata 

de personal docente, por sí solos no imponen a éstos obligación o carga alguna que 

cumplir por su sola entrada en vigor, debido a que los artículos transitorios del Decreto 

número 24832/LX/14, expedido por el Congreso del Estado de Jalisco que modifica, 

deroga y adiciona diversas disposiciones de la referida Ley de Educación (ley local), 

expresamente remiten a la Ley General del Servicio Profesional Docente (ley federal), la 

cual, a su vez, en su artículo sexto transitorio, condiciona la aplicación de la llamada 

"reforma educativa", por lo que ve a los mencionados procedimientos escalafonarios o de 

evaluación, esto es, establece la obligación de las autoridades educativas de expedir 

reglas o disposiciones generales para la operación de los concursos y procesos para 

examinar al personal docente; consecuentemente, serían estas últimas, con base en las 

primeras, las que, en su caso, pudieran imponer obligaciones o cargas a los quejosos que 

dieran lugar a causarles perjuicios, y que tendrían que cumplir para evitar ser 

sancionados; de ahí que es en ese momento en que pudieran ser impugnadas en amparo 

unas y otras a partir de su vigencia. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de septiembre de 2015 a las 11:00 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2010556  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo IV  

Materia(s): Común  

Tesis: VII.2o.T.10 L (10a.)  

Página: 3521  

EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA SUPERIOR EN EL ESTADO DE VERACRUZ. LA LEY 

NÚMERO 247 DE EDUCACIÓN, AL REGULAR UN NUEVO RÉGIMEN DE INGRESO, 

PROMOCIÓN, RECONOCIMIENTO Y PERMANENCIA EN EL SERVICIO PÚBLICO 

EDUCATIVO DEL PERSONAL CON FUNCIÓN DOCENTE, DE DIRECCIÓN O 

SUPERVISIÓN, CONSTITUYE UN SISTEMA COMPLEJO DERIVADO DE UNA 

REFORMA INTEGRAL COLECTIVA, LO QUE PERMITE SU IMPUGNACIÓN EN EL 

AMPARO INDIRECTO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

en la jurisprudencia 2a./J. 100/2008, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 400, de rubro: "AMPARO 

CONTRA LEYES. PARA IMPUGNARLAS COMO SISTEMA NORMATIVO ES 

NECESARIO QUE CONSTITUYAN UNA VERDADERA UNIDAD.", estableció que en vía 

de amparo pueden reclamarse disposiciones legales que guarden una íntima relación 

entre sí, aun cuando el quejoso sólo acredite el acto de aplicación de una de ellas o que 

se ubique en el supuesto jurídico de una sola, que lo legitima para controvertirlas de 

manera conjunta como un sistema normativo, al irrogarle un menoscabo en su esfera 

jurídica, desde su sola vigencia o por virtud de un acto de aplicación de alguna de ellas, 

con la condición de que en su conjunto formen una verdadera unidad normativa, de modo 

que si se declara la inconstitucionalidad de una, se afecte a las demás en su sentido, 

alcance o aplicación. Por tanto, la Ley Número 247 de Educación del Estado de Veracruz, 

vigente a partir del 12 de marzo de 2014, al regular un nuevo régimen de ingreso, 

promoción, reconocimiento y permanencia en el servicio público educativo del personal 

con función docente, de dirección o supervisión en la educación básica y media superior 

que imparta el Estado de Veracruz y sus organismos descentralizados, atendiendo al 

núcleo esencial de la estructura de la ley en cita, se trata de un sistema complejo derivado 

de una reforma integral colectiva, lo que permite su impugnación en el amparo indirecto. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 11:15 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2011470  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de abril de 2016 10:30 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: II.1o.15 K (10a.)  

 

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 

EVALUACIÓN EDUCATIVA DE LOS DOCENTES, AUTORIZADA Y EXIGIDA EN EL 

ARTÍCULO 3o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. En el juicio de amparo es 

improcedente conceder la suspensión contra la evaluación educativa de los docentes, 

autorizada y exigida en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en tanto que la medida cautelar no se justifica a la luz de los artículos 107, 

fracción X, de la propia Constitución Federal; 128, fracción II y 129, fracción VIII, de la Ley 

de Amparo, dado que se obstruirían el beneficio y mejoramiento del derecho fundamental 

a la educación, reflejado en que los educandos sean instruidos por personal docente de 

calidad, a fin de garantizar la excelencia en la enseñanza. Ante lo cual, si se atiende que 

con ese fin constitucional se busca salvaguardar la implementación de la evaluación de 

los docentes, sin duda no se colma la exigencia primaria indispensable para la vialidad de 

la medida cautelar, que es la no afectación al interés social. Lo anterior es así, porque del 

citado artículo 3o. constitucional se obtiene que: i) el Estado tiene el deber de garantizar la 

calidad en la educación obligatoria, así como la idoneidad de los docentes para asegurar 

el máximo logro de aprendizaje de los educandos, es decir, la excelencia en la impartición 

de la enseñanza; y, ii) como la enseñanza debe ser de calidad, con miras a obtener el 

máximo logro académico de los educandos, para garantizar la excelencia en los 

conocimientos, aptitudes y capacidades de los docentes, debe implementarse la 

evaluación obligatoria, que sustente su permanencia en el servicio. En armonía con esas 

directrices, resulta evidente que el mejoramiento en la calidad de la educación, en 

beneficio de los educandos, constituye un fin constitucionalmente legítimo, logrado a 

través de la instrumentación idónea y eficaz de la evaluación docente, con el propósito de 

garantizar objetivamente que los profesores tengan las aptitudes, cualidades y 

conocimientos óptimos para la consecución de esa encomienda; luego, según lo 
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acrediten, se justificará o no su permanencia en el servicio profesional de docencia. Ante 

lo cual, la evaluación no persigue sino propiciar que los alumnos reciban formación 

educativa de calidad y excelencia, alcanzable sólo si se cuenta con personal capaz e 

idóneo. Fin constitucional que, sin duda, está dotado de gran interés social, en la medida 

en que si los alumnos reciben educación de excelencia, a la postre repercutirá en el 

progreso social, cultural, cívico, científico, tecnológico, entre otros propósitos educativos 

de trascendencia para el desarrollo de la población y del país en general. 

Consecuentemente, es innegable que el interés social y el derecho humano de las 

personas a recibir educación de calidad y excelencia han de anteponerse al interés 

particular de los profesores que pretendan eludir la evaluación docente. Más aún, porque 

el derecho primario de las personas a obtener educación de calidad incide, a su vez, en el 

interés superior del niño, en tanto que la evaluación en el desempeño docente tiene, al 

mismo tiempo, el propósito de privilegiar la calidad en la enseñanza educativa por parte 

de los docentes, con miras a vigilar y propiciar el mejoramiento educativo de la niñez y 

juventud en el país. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN 

CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO 

SE RECLAMAN NORMAS QUE REGULAN LA PARTICIPACIÓN DE LOS 

TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN EN LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN DEL 

DESEMPEÑO. Cuando en el amparo indirecto promovido por trabajadores de la 

educación se reclaman el decreto por el cual se emitió la Ley General del Servicio 

Profesional Docente, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de septiembre 

de 2013 y los Lineamientos para llevar a cabo la evaluación del desempeño de quienes 

realizan funciones de docencia, dirección y supervisión en educación básica y media 

superior, expedidos por la Junta de Gobierno del Instituto Nacional para la Evaluación de 

la Educación, se actualiza el supuesto de suplencia de la queja deficiente, previsto en la 

fracción V del artículo 79 de la Ley de Amparo, pues aun cuando se trata de normativa en 

materia administrativa, trasciende a la esfera jurídica de los quejosos en su calidad de 

trabajadores de la educación, ya que su participación en los procesos de evaluación del 

desempeño forma parte de sus actividades como empleados de las autoridades 

educativas y, de negarse a presentar los exámenes respectivos, o bien, no obtener en 

éstos calificaciones satisfactorias, ese hecho podría tener repercusión sobre las 

condiciones en que desempeñan sus labores, lo cual denota que se trata de una actividad 

que deben desarrollar por instrucción directa de su empleador, la cual están obligados a 

atender en un plano de subordinación. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN 

CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación.   
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE EDUCACIÓN 

DEL ESTADO DE QUERÉTARO QUE INTEGRAN EL ESQUEMA RELATIVO, NO 

CONTRAVIENEN LA FRACCIÓN IX, APARTADO B, DEL ARTÍCULO 123 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 13 DE MARZO 

DE 2014). Los artículos 13, fracción II, 14, fracciones XI y XII, 15, último párrafo, 16, 

segundo párrafo, fracción III, 20, 21, 28, 58, fracción XIII, 80, 81, 82, 83 y 84 de la Ley de 

Educación del Estado de Querétaro, así como primero, segundo y tercero transitorios de 

la ley que reformó ese ordenamiento, publicada en el Periódico Oficial local el 12 de 

marzo de 2014, todos vigentes a partir del día siguiente, son producto de la armonización 

legislativa con la Ley General del Servicio Profesional Docente (difundida en el Diario 

Oficial de la Federación el 11 de septiembre de 2013), que reglamenta el artículo 3o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto 

publicado en el medio señalado el 26 de febrero del año indicado -que contiene las bases 

sustanciales de la educación en el país-, en la parte que constriñe al Estado a garantizar 

la calidad en la educación obligatoria. Así, el nuevo esquema normativo en la entidad 

mencionada para obtener ese cometido, fija los criterios, términos y condiciones de la 

evaluación obligatoria para el ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia en el 

servicio profesional docente o de quienes desempeñen funciones de dirección o 

supervisión, en su caso, con pleno respeto a los derechos constitucionales de los 

trabajadores de la educación, derivado de que no contraviene la fracción IX, apartado B, 

del artículo 123 constitucional, al guardar relación, exclusivamente, con la 

profesionalización del servicio educativo, que es indispensable para el desarrollo político, 

social, económico y cultural de México. Además, en la ponderación de la confrontación de 

intereses individuales o gremiales, con cuestiones de orden público e interés social, debe 

privilegiarse lo segundo, en razón de que las normas tendentes a incrementar el nivel de 
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la educación producen beneficio en la colectividad que, como se apuntó, son 

indispensables para el desarrollo del país. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 

Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2016 a las 10:01 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. LA CITACIÓN Y SU NOTIFICACIÓN DERIVADA 

DE LA ORDEN EMITIDA POR LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ POR LA QUE EL PLANTEL EDUCATIVO 

CORRESPONDIENTE CONVOCA A UN MAESTRO AL INICIO DEL PROCESO DE 

EVALUACIÓN OBLIGATORIA DE DESEMPEÑO DOCENTE, CONFORME A LA LEY 

GENERAL RELATIVA, CONSTITUYEN UN ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS 

DEL JUICIO DE AMPARO. En cumplimiento a la reforma al artículo 3o., fracciones II y III, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 26 de febrero de 2013, se instituyó la evaluación docente obligatoria, 

cuyo procedimiento lo regulan, de manera particular, los artículos 52, 53 y 54, en relación 

con el 69, fracciones I y VII, así como el octavo y noveno transitorios, todos de la Ley 

General del Servicio Profesional Docente. Pues bien, de los citados preceptos legales se 

advierte que: a) las autoridades educativas y los organismos descentralizados deberán 

evaluar el desempeño docente; b) dicha evaluación consta de diversas etapas, pues 

acorde con el citado artículo 52, por lo menos deberá comprender una evaluación cada 4 

años, quedando a cargo del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 

establecer su periodicidad; y c) el personal docente debe someterse a la referida 

evaluación en la que se utilizarán los perfiles, parámetros e indicadores y los instrumentos 

de evaluación que para fines de permanencia sean definidos y autorizados conforme a la 

indicada legislación, para lo cual será citado por la autoridad educativa correspondiente; 

en ese sentido, para el desarrollo del proceso de evaluación educativo se requiere 

previamente la citación del personal docente, lo cual invariablemente marca el inicio de 

dicho procedimiento, el que se llevará a cabo en sus distintas etapas, según los 

resultados obtenidos. En virtud de lo anterior, si la Secretaría de Educación del Gobierno 

del Estado de San Luis Potosí, ejerce unilateralmente su atribución legal de ordenar al 
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plantel educativo correspondiente que cite a un docente al inicio del proceso de 

evaluación concerniente, esta citación y su notificación constituyen un acto de autoridad 

para efectos del juicio de amparo. 

 

PLENO ESPECIALIZADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO 

CIRCUITO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 09 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. EN LO CONCERNIENTE A LA EVALUACIÓN 

DOCENTE, LA LEY GENERAL RELATIVA TIENE EL CARÁCTER DE 

HETEROAPLICATIVA. Para diferenciar una norma autoaplicativa de otra heteroaplicativa 

se debe atender, fundamentalmente, que en la primera basta que el gobernado se sitúe 

en la hipótesis normativa para que con su sola entrada en vigor se afecta a su esfera 

jurídica (por sujetarlo a alguna conducta de hacer o no hacer, sin necesidad del 

surtimiento de cierta condición o de la realización de algún acto), mientras que si se trata 

de la segunda se requiere, necesariamente, de algún acto concreto de aplicación como 

condición para actualizar el supuesto normativo. En estas condiciones, de la Ley General 

del Servicio Profesional Docente se obtiene que, si bien la evaluación educativa es 

obligatoria respecto de la cual el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 

determinará los periodos y las etapas evaluativas, lo cierto es que para llevarla a cabo la 

Secretaría de Educación Pública se lo notificará al personal docente a evaluar en el 

momento oportuno. Así, aunque todos los profesores podrán, en algún momento, ser 

sujetos de la evaluación docente, la sola expedición de dicha ley no les causa perjuicio 

real y actual, dado que para estar constreñidos a presentar la evaluación se requiere, 

indispensablemente, que sean seleccionados y notificados por la autoridad para hasta 

entonces ser sujetos de la aplicación del ejercicio evaluativo; por lo mismo, éste es un 

acontecimiento de realización futura e incierta, en tanto está supeditado a una condición 

aún no cumplida. Por tanto, el acreditamiento del cargo de docente sólo puede servir para 

sustentar, objetivamente, que en algún momento se podrá ser sujeto de la aplicación del 

ejercicio evaluativo, pero no que desde la fecha de vigencia de la ley se esté constreñido 

para ese efecto. Ante lo cual, se concluye que en lo concerniente a la evaluación, la Ley 

General del Servicio Profesional Docente tiene el carácter de norma heteroaplicativa. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN 

CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE. PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO 

DEL QUEJOSO CONTRA EL ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY GENERAL 

RELATIVA, CONSISTENTE EN HABER SIDO SELECCIONANDO PARA PARTICIPAR 

EN LA EVALUACIÓN EDUCATIVA, ES JURÍDICAMENTE EFICAZ EL OFICIO 

EXHIBIDO EN IMPRESIÓN O COPIA SIMPLE, OBTENIDO DE LA PÁGINA 

ELECTRÓNICA DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA, EN EL QUE 

APARECEN LA CLAVE DEL USUARIO Y LA CONTRASEÑA PARA ACCEDER A ESA 

COMUNICACIÓN. Para validar el acto de aplicación en la esfera jurídica del quejoso 

acerca de lo estipulado en torno a la evaluación educativa en la Ley General del Servicio 

Profesional Docente, no es obstáculo que en el juicio de amparo sólo se exhiba en 

impresión o copia simple el oficio con el cual el peticionario aduce haber sido 

seleccionando para participar en la evaluación docente. Así es, porque si con los datos 

contenidos en ese documento (impresión o copia simple) se puede advertir que proviene 

de la página electrónica de la Secretaría de Educación Pública y, además, en éste 

aparecen la clave de usuario y la contraseña para acceder a esa comunicación 

electrónica, entonces, en preeminencia de la valoración probatoria íntegra y eficiente, que 

es una de las tareas fundamentales en la labor jurisdiccional, el juzgador de amparo no 

debe reducir su labor valorativa y darle eficacia probatoria sólo en función de apreciarlo 

como una copia simple ordinaria, ya que no se pueden soslayar, sin más, cierto tipo de 

datos objetivos impresos en esa clase de documentos, como pueden ser el sello de la 

dependencia mencionada u otros elementos propios o semejantes a los de algún 

documento y/o comunicación oficial, para a partir de esto y con las direcciones o ligas 

electrónicas estampadas en la impresión, llevar a cabo el simple ejercicio de constatación 

en la página electrónica oficial indicada, con la utilización de la clave de usuario y la 
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contraseña aportadas, con el único propósito de intentar acceder para corroborar la 

existencia de la comunicación electrónica exhibida en copia simple y, según el resultado 

de dicha constatación, dotar o no de fiabilidad al contenido de ese documento, sólo para 

fines de valoración probatoria y acreditación o no del acto de aplicación de la normativa 

impugnada. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN 

CIUDAD NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 

 


